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RV: CONTESTACIÓN, PODER Y ANEXOS.

Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C.
<correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Lun 29/08/2022 11:31 AM

Para: Juzgado 16 Administrativo Seccion Segunda - Bogota - Bogota D.C.
<admin16bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC: Angie Paola Espitia Walteros <angie.espitia@mindefensa.gov.co>

Cordial saludo, 
 
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial
para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplicativo siglo XXl
podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo. 

Atentamente, 
 CPGP

Grupo de Correspondencia 
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos 

Sede Judicial  CAN

De: Angie Paola Espitia Walteros <angie.espitia@mindefensa.gov.co>

Enviado: lunes, 29 de agosto de 2022 11:17 a. m.

Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Cc: iki2426@hotmail.com <iki2426@hotmail.com>

Asunto: CONTESTACIÓN, PODER Y ANEXOS.
 
Doctora:
BLANCA LILIANA POVEDA CABEZAS
JUEZ 16 ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ
SECCIÓN SEGUNDA
E.     S.     D. 
 
REF: Proceso No. 11001333501620220019300
ACTOR: JHON SALVADOR DELEGADO CASTAÑEDA
DEMANDADO: LA NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL- EJÉRCITO NACIONAL-
DIRECCIÓN DE PRESTACIONES SOCIALES
 
ANGIE PAOLA ESPITIA WALTEROS, abogada en ejercicio, identificada con cédula de
ciudadanía No.1.052.405.959 de Duitama y Tarjeta Profesional No. 333.637 del Consejo
Superior de la Judicatura, en mi condición de apoderada de la NACION - MINISTERIO
DE DEFENSA NACIONAL, me permito enviar CONTESTACIÓN DE DEMANDA, PODER Y SUS
RESPECTIVOS ANEXOS.
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SE ENVIA COPIA A LA PARTE ACTORA.
 
Cordialmente,
 

ANGIE PAOLA ESPITIA WALTEROS
DIRECCIÓN ASUNTOS LEGALES
GRUPO CONTENCIOSO CONSTITUCIONAL
angie.espitia@mindefensa.gov.co
 



 

Doctora: 

BLANCA LILIANA POVEDA CABEZAS 

JUEZ 16 ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 

E.     S.     D.  

 

REF: Proceso No. 11001333501620220019300 

ACTOR: JHON SALVADOR DELEGADO CASTAÑEDA 

DEMANDADO: LA NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL- EJÉRCITO 

NACIONAL- DIRECCIÓN DE PRESTACIONES SOCIALES  

 

ANGIE PAOLA ESPITIA WALTEROS, abogada en ejercicio, identificada con 

cédula de ciudadanía No.1.052.405.959 de Duitama y Tarjeta Profesional No. 

333.637 del Consejo Superior de la Judicatura, en mi condición de 

apoderada de la NACION - MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL, me permito 

dar CONTESTACIÓN A LA DEMANDA en los siguientes términos 

 

IDENTIFICACIÓN DE LA PARTE DEMANDADA 

 

La parte demandada en el presente caso es la NACIÓN – MINISTERIO DE 

DEFENSA NACIONAL-EJERCITO NACIONAL, cuyo representante legal es el 

Doctor Diego Andrés Molano Aponte, con sede principal en la Avenida el 

Dorado CAN Carrera 54 No. 26 – 25 de la ciudad de Bogotá D.C., PBX 

3150111 y NIT 899999003-1.    

 

El Director de Asuntos Legales del MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL es el 

doctor Jorge Eduardo Valderrama Beltran, ubicado en la Avenida el Dorado 

CAN Carrera 54 No. 26 – 25 de la ciudad de Bogotá D.C., a quien el Ministro 

de Defensa Nacional le delegó la facultad de constituir apoderados en los 

procesos contenciosos administrativos que cursen contra la Nación – 

Ministerio de Defensa Nacional. 

  

DE LAS PRETENSIONES 

 

Se declare la NULIDAD ABSOLUTA de los siguientes actos administrativos: de 

la Resolución N°256145 del 16 de octubre de 2018 por medio de la cual se 

declara DEUDOR DEL TESORO NACIONAL con fundamento en ele xp. 138515 

de 2009 y la Resolución N°259044 del 15 de enero de 2019, por medio del 

cual se resuelve el recurso de reposición en contra de la resolución N°256145 

notificada por aviso N°001 de fecha 30 de enero de 2019 y quedando 

debidamente ejecutoriada el 22 de febrero de 2019. 

 

 

 como consecuencia de la anterior declaración y a título de 

restablecimiento de derecho,  abstenerse de declarar como DEUDOR DEL 

TESORO NACIONAL al demandante exonerándolo de cualquier pretensión 

de pago por concepto antes citado, toda vez que lo que en su momento 

se canceló obedeció a circunstancias fácticas de hace 10 años. 

 

y finalmente que se condene en costas a la parte demandada.  

 

MANIFIESTO AL DESPACHO QUE ME OPONGO A TODAS Y CADA UNA DE LAS 



 

PRETENSIONES DE LA PRESENTE DEMANDA, CON FUNDAMENTO EN LAS 

RAZONES DE HECHO Y DE DERECHO QUE EXPONDRÉ A CONTINUACIÓN. 

 

DE LOS HECHOS 

 

DE LOS HECHOS PRIMERO AL NOVENO: Son ciertos de conformidad con los 

documentos aportados con la demanda. 

DE LOS HECHOS DÉCIMO AL DÉCIMO SEGUNDO: no le constan a mi 

representada y deberá ser probado en el curso del proceso  

DE LOS HECHOS DÉCIMO TERCERO Y DÉCIMO CUARTO: son ciertos de 

conformidad a la documental aportada.  

 

EXCEPCIONES PREVIAS  

 

CADUCIDAD DEL MEDIO DE CONTROL 

 

De conformidad con lo establecido en la Ley 1437 de 2011 Art. 175 Numeral 

31 y la Ley 1564 de 2012 Art. 96 Numeral 32, Art. 100 y 101, formulo dentro de 

la presente contestación de demanda la excepción del fenómeno de 

operancia de la caducidad del medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho, por las siguientes razones de hecho, derecho 

y de carácter jurisprudencia a considerar:  

 

Sobre la caducidad de la acción.  

 

El derecho constitucional de acceso a la justicia, puede ser regulado por el 

legislador, que está así habilitado para fijar restricciones temporales para el 

ejercicio del derecho de acción, limitación que se justifica como un 

instrumento que salvaguarda la seguridad jurídica y otorga la estabilidad a 

las relaciones entre los individuos y el Estado. Las acciones deben propiciarse 

en tiempo oportuno, lo que explica los términos de caducidad en virtud de 

los cuales se marchita el derecho de acción, y las situaciones adquieren la 

firmeza necesaria a la seguridad jurídica 

 

Marco normativo de la figura de la caducidad.  

 

Ahora bien, en cuanto a la Acción Contenciosa Administrativa de Nulidad y 

Restablecimiento del Derecho, el numeral 2° del artículo 136 del C. C.A., 

dispone: "Artículo 164. Caducidad de las acciones: (...) 2. C. La de 

restablecimiento del derecho caducará al cabo de cuatro (4) meses, 

contados a partir del día siguiente al de la publicación, notificación, 

comunicación o ejecución del acto, según el caso. 

 

 

 

 
1 ARTÍCULO 175. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA. Durante el término de traslado, el demandado tendrá la facultad de contestar la demanda mediante escrito, 
que contendrá:  
(…..)  
3. Las excepciones.  
(…..) 
 
 
2 ARTÍCULO 96. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA. La contestación de la demanda contendrá: 
 
 (….) 
3. Las excepciones de mérito que se quieran proponer contra las pretensiones del demandante, con expresión de su fundamento fáctico, el juramento estimatorio y la 
alegación del derecho de retención, si fuere el caso. 

(….) 



 

Del caso concreto 

 

El acto administrativo que resuelve el recurso de reposición quedó 

debidamente ejecutoriado el 22 de febrero de 2019. 

 

El demandante presenta solicitud de conciliación ante la Procuraduría 

General de la Nación, el día 20 de junio de 2019 interrumpiendo el término 

de los 4 meses, faltándole 3 días para que se venciera el tiempo para 

presentar demanda. (23 de febrero de 2019 al 23 de junio de 2019). 

 

La Procuraduría expide constancia de fecha 25 de julio de 2019, por lo que 

a partir del día 26 de julio se empiezan a contar los 3 días que le quedaban 

para presentar la demanda así: 

 

1 día: 26 de julio de 2019 

2 día: 27 de julio de 2019  

3 día: 28 de julio de 2019   

 

 

Inicialmente el proceso fue radicado en Popayán y según la página del siglo 

XXI, esta demanda fue radicada el 29 de julio de 2019. 

 

Por lo anterior, a luces de esta defensa el término para acudir ante la 

jurisdicción de lo Contencioso Administrativo feneció por un día.  

 

MARCO NORMATIVO  

El artículo 150 de la Constitución Política establece que le corresponde 

al Congreso de la Republica hacer las leyes y por medio de ellas dictar 

normas generales a las cuales debe sujetarse el gobierno para 

efectos de fijar el régimen salarial y prestacional de los empleados 

públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de la Fuerza Pública. 

 

Es así como la Fuerza Pública comporta un régimen salarial y prestacional 

de carácter especial para cuya disposición el legislador goza de libertad en 

cuanto a su configuración normativa, siempre y cuando respete los 

derechos y garantías mínimas consagradas en la Carta Política. 

Así, el literal e) del numeral 19 artículo 150 de la Carta prescribe: 

“Corresponde al Congreso, hacer las leyes. Por medio de ellas ejerce 

las siguientes funciones: 

1. (…) 

19. Dictar las normas generales, y señalar en ellas los objetivos y criterios 

a los cuales debe sujetarse el Gobierno para los siguientes efectos: 

(…); 

e) Fijar el régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, de 

los miembros del Congreso Nacional y de la Fuerza Pública. 

(…).” 



 

La Corte Constitucional, en la Sentencia C-1095 de 2001, dejó señalado  que 

la Constitución habilita a las Fuerzas Militares y a la Policía Nacional para 

tener un régimen especial en materia prestacional y de salud por la 

especialidad de las funciones que desempeñan, encaminadas a mantener 

“las condiciones necesarias para la garantía del ejercicio de los derechos y 

libertades públicas, la defensa de la soberanía, independencia e integridad 

territorial –artículo 217 y 218 Superior”. 

Los regímenes especiales, entre los cuales se encuentra el de la Fuerza 

Pública, se caracterizan por otorgar unas condiciones diferentes al universo 

de personas que son destinatarios de la norma. En tales regímenes se 

admiten, incluso prestaciones inferiores a las que comporta el régimen 

general si ello se encuentra compensado de alguna manera en el mismo 

régimen. 

La estructura y organización que comportan las Fuerzas Armadas y la Policía 

Nacional como integrantes de la Fuerza Pública (artículos 216 a 218 de la 

Constitución Nacional), de hecho conlleva un tratamiento diferenciado en 

el régimen salarial y prestacional que es propio de tales organismos que 

encuentra su justificación en el rango jerárquico que se ostenta, y en 

estrecha relación con este, a las funciones3 y tareas asignadas en la 

defensa de la soberanía o en el mantenimiento del orden público interno. 

Dentro del propio régimen especial pueden presentarse desigualdades de 

trato fundadas en la situación personal que cada servidor público adscrito 

a la Fuerza Pública tiene frente al Estado, pues así mismo, es el marco de sus 

responsabilidades y la diversificación de las tareas a él encomendadas. 

Cada régimen especial, y cada prestación responde a la diferencia que 

surge de la relación laboral, de la entidad y de las funciones propias del 

cargo que se desempeña y, tales presupuestos son aplicables a los 

miembros de la Fuerza Pública respecto de su sistema prestacional 

 

Dentro del régimen especial se expidió el Decreto 1796 de 2000 “Por el cual 

se regula la evaluación de la capacidad psicofísica y de la disminución de 

la capacidad laboral, y aspectos sobre incapacidades, indemnizaciones, 

pensión por invalidez e informes administrativos por lesiones, de los miembros 

de la Fuerza Pública, Alumnos de las Escuelas de Formación y sus 

equivalentes en la Policía Nacional, personal civil al servicio del Ministerio de 

Defensa Nacional y de las Fuerzas Militares y personal no uniformado de la 

Policía Nacional vinculado con anterioridad a la vigencia de la Ley 100 de 

1993” 

 

Artículo 14. organismos y autoridades médico-laborales militares y de 

policía. Son organismos médico-laborales militares y de policía: 

 

1. El Tribunal Médico-Laboral de Revisión Militar y de Policía 

 

2. La Junta Médico-Laboral Militar o de Policía 

 

Son autoridades Medico-Laborales militares y de policía: 

 

1. Los integrantes del Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar y de Policía. 
 

3 Sentencia C-676 de 2001. 



 

 

2. Los integrantes de las Juntas Médico-Laborales. 

 

3. Los médicos generales y médicos especialistas de planta asignados a 

Medicina 

 

4. Laboral de las Direcciones de Sanidad de las Fuerzas Militares y Policía 

Nacional. 

 

Artículo 21. Tribunal médico-laboral de revisión militar y de policía. El Tribunal 

Médico Laboral de Revisión Militar y de Policía conocerá en última instancia 

de las reclamaciones que surjan contra las decisiones de las Juntas Médico-

Laborales y en consecuencia podrá ratificar, modificar o revocar tales 

decisiones. Así mismo, conocerá en única instancia la revisión de la pensión 

por solicitud del pensionado. 

 

Parágrafo 1. El Gobierno Nacional determinará la conformación, requisitos 

de los miembros, funciones, procedimientos y demás aspectos relacionados 

con el Tribunal Médico-Laboral de Revisión Militar y de Policía. 

 

Parágrafo 2. Las normas correspondientes al funcionamiento del Tribunal 

Médico Laboral de Revisión Militar y de Policía contenidas en el decreto 094 

de 1989, continuarán vigentes hasta tanto se adopte la correspondiente 

normatividad por parte del Gobierno Nacional. 

 

Artículo 22. irrevocabilidad. Las decisiones del Tribunal Médico-Laboral de 

Revisión Militar y de Policía son irrevocables y obligatorias y contra ellas sólo 

proceden las acciones jurisdiccionales pertinentes. 

 

El Decreto 094 de 1989, en su articulo 76, 87 y 89 dispuso: 

 

Artículo 76. factor de la indemnización. Para las indemnizaciones de que trata 

el presente Decreto, solamente se tendrá en cuenta la disminución de la 

capacidad laboral y no la lesión en sí misma. Se exceptúan de esta norma 

general los casos de desfiguración facial. (subrayado fuera de texto) 

 

Artículo 87. Tablas de evaluación de la disminución de la capacidad laboral 

e indemnizaciones 

 

Artículo 89. Pensión de invalidez del personal de oficiales, suboficiales 

agentes.  

 

A partir de la vigencia del presente Decreto, cuando el personal de 

Oficiales y Suboficiales de las Fuerzas Militares, la Policía Nacional y Agentes, 

adquieran una incapacidad durante el servicio, que implique una pérdida 

igual o superior al 75% de su capacidad sicofísica, tendrá derecho mientras 

subsista la incapacidad, a una pensión mensual pagadera por el Tesoro 

Público y liquidada con base en las partidas señaladas en los respectivos 

estatutos de carrera, así:  

 

a) El 50% de dichas partidas, cuando el índice de lesión fijado determina 

una disminución del 75% de la capacidad sicofísica.  



 

b) El 75% de dichas partidas cuando el índice de lesión fijado determina una 

disminución de la capacidad sicofísica que exceda del 75% y no alcance 

el 95%.  

c) El 100% de dichas partidas, cuando el índice de lesión fijado determina 

una disminución de la capacidad sicofísica igual o superior al 95%.  

 

RAZONES DE DEFENSA  

   

DE LA LEGALIDAD DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS: 

La LEY 1437 DE 2011 en el artículo 88 establece el principio de Presunción de 

legalidad del acto administrativo. “Los actos administrativos se presumen 

legales mientras no hayan sido anulados por la Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo. Cuando fueren suspendidos, no podrán 

ejecutarse hasta tanto se resuelva definitivamente sobre su legalidad o se 

levante dicha medida cautelar.” 

La misma ley en el artículo 137 establece como causales de Nulidad de los 

Actos Administrativos las siguientes: “cuando hayan sido expedidos con 

infracción de las normas en que deberían fundarse, o sin competencia, o en 

forma irregular, o con desconocimiento del derecho de audiencia y 

defensa, o mediante falsa motivación, o con desviación de las atribuciones 

propias de quien los profirió.” 

Los actos administrativos demandados fueron expedidos con base en el 

Decreto 094 de 1989 y el Decreto 1796 de 2000, tomando también los 

antecedentes que conformaron el expediente prestacional que constan de: 

La Junta Medico Laboral N°29305, La Resolución por medio de la cual se 

reconoce y paga  la indemnización por disminución de la capacidad laboral 

en un 19.45%,  el Acta de Tribunal Medico Laboral de Revisión Militar y de 

Policía que modificó el porcentaje de disminución de la capacidad laboral 

del 19.45% al 10.00% . 

 

Por lo anterior, las resoluciones atacadas están basadas en normas que se 

encuentran vigentes, que las mismas no han sido derogadas, que 

evidentemente ante el nuevo porcentaje otorgado por la última instancia (el 

Tribunal de Revisión) el actor adeuda SIETE MILLONES QUINIENTOS NOVENTA Y 

DOS MIL OCHOCIENTOS OCHENTA Y OCHO PESOS ($7.592.888) 

correspondientes a la modificación del factor prestacional en meses de 

sueldo del 6.15 al2.85 habiéndose pagado de más, un factor en meses de 

sueldo de 3.30.  

 

Por otra parte, el demandante recibió sin corresponderle un dinero pro 

concepto de indemnización del cual no podía ser titular de ella, toda vez que 

no se ajustaba a su verdadera condición física y de salud; generando un 

detrimento patrimonial al Estado.  

 

 

AUSENCIA DE DESVIACIÓN DE PODER 

 

La doctrina administrativa determina que para que se configure el 

denominado “Desvío o Desviación de poder” es menester que la 



 

Administración Pública en el ámbito de sus competencias, no importa en 

cabeza de quién esté, tenga la intención de tomar una decisión, que se 

adopta  persiguiendo un fin diferente del previsto por el legislador al otorgarla. 

 

Este tipo de fines diferentes han sido igualmente considerados por la doctrina 

y jurisprudencias administrativas como aquellos que atañen a propósitos 

económicos, partidistas o ideológicos que en nada se presentan en el caso 

que hoy se rebate. 

 

Determinar las motivaciones internas de quien profiere un acto administrativo 

que quizás vulnera intereses particulares señalando, además, causales que no 

existen, contraría todo precepto legal y es un desconocimiento grosero de la 

normatividad existente. 

 

Sobre el tema el tratadista JAIME VIDAL PERDOMO en su libro de Derecho 

Administrativo ha expresado lo siguiente: 

 

(...) Los funcionarios deben actuar teniendo en cuenta el interés general. 

Cuando quiera que obren buscando un fin distinto de este, están desviando 

el poder que se les confió y sus actos son anulables. 

 

Hay desvío de poder cuando se emplea una facultad otorgada por la ley con 

un fin distinto al que la ley quería al otorgarla. Entonces es preciso buscar la 

intención que tuvo la ley al crear una competencia y el fin que ha querido el 

funcionario al dictar el acto.(...) 

 

De conformidad con la Honorable Corte Constitucional (C-456/98) 

 

“El vicio de la desviación de poder en la expedición de un acto administrativo 

se presenta, cuando un órgano del Estado, actuando en ejercicio y dentro 

de los límites de su competencia, cumpliendo las formalidades de 

procedimiento y sin incurrir en violación de la ley, utiliza sus poderes o 

atribuciones con el propósito de buscar una finalidad contraria a los intereses 

públicos o sociales, en general, o los específicos y concretos, que el legislador 

buscó satisfacer al otorgar la respectiva competencia. 

 

El referido vicio, en concepto de Eduardo García de Enterría, no sólo se 

presenta cuando se persigue un fin privado del titular de la competencia, sino 

en el evento en que “abstracción hecha de la conducta del agente, es 

posible constatar la existencia de una divergencia entre los fines realmente 

perseguidos y los que, según la norma aplicable deberían orientar la decisión 

administrativa. 

 

DE LA CARGA DE LA PRUEBA EN LA DESVIACIÓN DE PODER 

 

No aporta el demandante prueba de que se hubiese actuado con 

desviación de poder o falsa motivación por parte del Comandante de 

Personal del Ejercito ya que lo único que se observa es que actuó dentro de 

sus competencias y conforme a la Constitución y la Ley. 

 

Al respecto el H. Consejo de Estado ha manifestado: 

 



 

“Como es sabido, la carga de la prueba de desvío de poder, por ser un vicio 

que afecta el acto administrativo que goza en principio de la presunción de 

legalidad, le corresponde al impugnante y es éste quien tiene que demostrar 

que la administración ha perseguido un fin diferente a aquel que el derecho 

le ha asignado, cuestión que no acontece en el sub-lite. (Consejo de Estado 

NUMERO REGISTRO: 00039042    RADICACION: 14552   FECHA: 97/05/29)” 

 

Igualmente el H. Consejo de Estado – Sección Segunda – Subsección B, ha 

manifestado al respecto que: 

 

“De la desviación de poder: Es reiterada la jurisprudencia en el sentido de que 

en los actos expedidos en ejercicio de la facultad discrecional además de la 

presunción de legalidad que cobija a todo acto administrativo ésta se 

presume ejercida en aras del buen servicio, presunción según la cual quien 

afirme desviación de poder, es decir, que el acto se inspiró en razones ajenas 

o distintas al espíritu del legislador en la atribución de tal competencia, debe 

expresar, concretar o especificar cuáles fueron los verdaderos motivos que 

considera tuvo la administración para expedir el acto enjuiciado y corre con 

la carga de su prueba” 

 

Señora Juez, como se puede observar las consideraciones plasmadas en el 

acto administrativo que se pretende anular, como las pruebas, no solo se 

constituyen inicialmente la decisión ajustada a derecho, sino soporta una 

pormenorizada explicación fáctica de los aspectos tenidos en cuenta para 

adoptar la decisión plasmada, lo cual conlleva a inferir que el acto 

administrativo expedido goza de toda la presunción de legalidad, por cuanto 

no se evidencia elementos formales ni materiales que vicien la legalidad del 

mismo. 

 

 

PRUEBAS Y ANEXOS 

 

-Copia del Poder debidamente conferido a mi favor por el Doctor JORGE 

EDUARDO VALDERRAMA BELTRÁN Director de Asuntos Legales del Ministerio 

de Defensa Nacional, con sus anexos. 

 

-Las que de oficio usted considere pertinentes y conducentes en el presente 

asunto. 

PETICION FINAL 

 

Por todo lo expuesto señora jueza, le solicito de la manera más respetuosa 

DESESTMAR las pretensiones de la presente demanda, por cuanto no se ha 

logrado desvirtuar la legalidad del acto acusado.  

 

Aunado a la anterior, solicito se sirva reconocerme personería jurídica dentro 

del presente proceso.  

 

 

NOTIFICACIONES 

 

El representante legal de la Nación – Ministerio de Defensa Nacional y la  

suscrita apoderada las recibiremos en la Carrera 10 No 26-71  edificio 



 

residencias Tequendama, torre sur piso séptimo de la ciudad de Bogotá, 

D.C. Celular 3012321635 Correo electrónico angie.espitia 

@mindefensa.gov.co  

 

Del señor Juez,  atentamente; 

 

 
ANGIE PAOLA ESPITIA WALTEROS  

CC. 1.052.405.959 de Duitama 

T.P. No. 333.637 del H.C.S.J.  

angie.espitia@mindefensa.gov.co 

angie.espitia29@gmail.com 
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PROCESO N0 
ACTOR:
MEDIO DE CONTROL:
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JHON SALVADOR DELGADO CASTAISlEDA
NUUDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO

JORGE EDUARDO VALDERRAWIA BELTRAN, portador de la Cedula de 
Ciudadanla No. 93.402.253 expedida en Ibague, en mi condicion de DIRECTOR 
DE ASUNTOS LEGALES DEL WIINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL, de
conformidad con lo dispuesto en la Resolucion 8615 del 24 de diciembre de 2012, 
Resolucion 4535 del 29 de junio de 2017 y Resolucion No. 0007 del 5° de enero 
de 2022, manifiesto que confiero poder especial, amplio y suficiente a la Doctor (a) 
ANGIE PAOLA ESPITIA WALTEROS, identificado (a) con la Cedula de 
Ciudadania No. 1052405959 de DUITAMA BOYACA y portador (a) de la Tarjeta 
Profesional No. 333637 del Consejo Superior de la Judicatura, para que en 
nofftfessry repjresentacion de la Nacion"-Mimsterio de Defensa, Nacipnabasuma la 
d#feRsa>$e la Entidqd y lleve hsjsta su terminacion el prodeso de. la referenda.

| 1 | | ^ \ | \ 1 :

Ej ep^deljado (pi) queda plendmente fs^cult^do (a) para que ejejza Mas las 
adcipf^ 4# conjforrdidad con efArt. 77 dfl C.cl.P, en esppclal|4|ira dustituya y 
rda^ifTif el predente poder, asllmisriio a^istir a las^audMcM cipplacion con 
Millid^iirdsepaija ch|5ariptrb^e IbSParal^Rs IstablecidpMel fSile 
dtijncilhdin del Minijeifl deijefensa NeciondlMcoilfdntiidadi?or|is rltrrn$s 

legales vigentes y en general ejercer todas las gestiones inherentes ai mandate 
judicial, en procura de la defensa de los intereses institucionales y patrimoniales 
del Estado.

Atentamente;

ERRAWIA BELTRAN
o 93.40^.253 de Ibague

ACEPTO:

A ESPITIA WALTEROS
C. C. 1052405959 
T. P. 333637 del C. S. J. 
CELULAR: 3012321635 
angie.espitia@mindefensa.gov.co 
angie.espitia29@gmail.com

Apoderado(a) Ministerio de Defensa Nacional

Carrera 54 No. 26-25 CAN

Twitter @mindefensa 
Facebook: MindefensaColombia 
Youtube: MindefensaColombia
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